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REPÚBLICA DEL ECUADOR

FUNCIÓN JUDICIAL

Juicio No: 09901202100114, SEGUNDA INSTANCIA, número de ingreso 1

Casillero Judicial No: 1412

Casillero Judicial Electrónico No: 0904242328

Fecha de Notificación: 01 de septiembre de 2023
A: BETANCOURT GALECIO JOHN JOSÉ

Dr / Ab: JORGE DAVID ITURBURU SALVADOR

*W& CD

SALA ESPECILIZADA DE LO PENAL. PENAL MILITAR, PENAL POLICIAL Y TRANSITO DE LA

CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE GUAYAS

EneIJ uicio No. 09901202100114, hay lo siguiente:

VISTOS:

1. En sentencia de fecha 26 de octubre del 2021, a las llh47, el Tribunal de Garantías Penales con sede en el
cantón Guayaquil, conformado por los jueces Fernando Lalama Franco Fernando, Diógenes Cueva Montano
y Alba Rocío Álvarez Rodríguez, se declaró sin lugar la acción constitucional de protección propuesta
por el señor Betancourt Galecio John José, por sus propios y personales derechos, en contra de la Ministra de
Educación Msc. María Brown Pérez, la Subsecretaría de Educación Zona 8, Msc. Yadira Blakman Briones; y,
el Director Distrital de Educación 09D03 Msc. Nelson Loor Vera.

2. El accionante, señor Betancourt Galecio John José, por sus propios derechos, interpuso recurso de
apelación a la sentencia que declaró sin lugar su pretensión, llegando a conocimiento de este Tribunal de
Alzada.

3. Las partes procesales fueron escuchadas en audiencia de estrado ante los suscritos jueces, a través de la
plataforma zoom en fecha 19 de octubre del 2021, a las 12h30, como se desprende del acta resumenW.

4. Revisadas las piezas procesales y analizados los argumentos relevantes esgrimidos por las partes
procesales, esta Sala, resuelve aceptar parcialmente el recurso de apelación interpuesto y declarar
parcialmente con lugar la acción de protección propuesta por John José Betancourt Galecio, lo que se explica
a continuación:

Jurisdicción y competencia

5. Esta Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia
de Guayas, constituida como tribunal constitucional, está conformada por los jueces: Pedro Iván Ortega
Andrade, Miguel Eduardo Costain Vásquezy Ma. Fabiola Gallardo Ramia (ponente}.

6. Se resuelve al amparo de lo establecido en el Art 86.3, inciso segundo y 178.2 de la Constitución de la
República del Ecuador, en relación con el Art 160 y 160.1 del Código Orgánico de la Función Judicial, y por
sorteo electrónico.

Validez del proceso

7. Se ha observado las reglas de procedimiento contempladas en la LeyOrgánica de Garantías Jurisdiccionales
y Control Constitucional.



8. Nose advierte omisión de solemnidad sustancial, ni vicio de procedimiento que influya o pudiera influir
en la decisión de la causa, por lo que se declara válido lo actuado.

Derecho a recurrir

9. Lassentencias y/o resoluciones en materia de garantías constitucionales son susceptibles de apelación de
conformidad con los Arts. 4.8 y 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional
-en adelante LOGJCC.

10. El recurso ha sido interpuesto en forma oportuna, según se evidencia del auto dictado por el tribunal de
primer nivel, de fecha 11 de noviembre del 2021, a las llh24 con el cual, dispuso que se eleven los autos al
superior.

11. El derecho a recurrir de un fallo, es una garantía básica del debido proceso)2). Las partes tienen la
oportunidad procesal de acudir a un tribunal de alzada, para que realice la revisión de lo actuado en primera
instancia y dirima el conflicto conforme a la normativa prevista en el ordenamiento jurídico)3).

12. En consecuencia el recurso de apelación se admite a trámite.

La acción de protección

13. Este mecanismo que como garantía jurisdiccional se encuentra implementada en nuestra Constitución de
la República y que obedece al compromiso del Estado Ecuatoriano de implementar y garantizar
normativamente el acceso de sus habitantes a un procedimiento sencillo, breve, ágil y eficaz para tutelar sus
derechos fundamentales ante la eventual violación de estos!4).

14. La Constitución en su Art 1 establece que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos, toda vez
que el poder público se encuentra sometido a los derechos de las personas, cuyo reconocimiento y ejercicio
no puede ser desconocido'5). Derechos de las personas que son plenamente justiciables y además son objeto
de tutela a través de las garantías constitucionales jurisdiccionales, entre las que encontramos a la acción de
protección, herramienta para proteger los derechos constitucionales de las personas a vulneraciones o
lesiones de sus derechos por parte de la autoridad pública y, bajo ciertos supuestos, por parte de un
particular.

15. El Art 88 de la Constitución de la República del Ecuador)6', establece que la acción de protección tendrá
por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse
cuando exista una vulneración de derechos constitucionales.

16. El Art. 40 de la LOGJCC'7', precisa que esta garantía jurisdiccional se podrá presentar cuando concurran
los siguientes elementos esenciales:

«...a. La violaciónde un derecho constitucional que no tenga unagarantía especial, b. Que la violación
provenga de la Acción u Omisión de Autoridad pública o de un particular, c. Cuando se trate de un
particular, la acciónprocede contra actos derivadosde la prestación de serviciospúblicosimpropioso de
intereses del públicoy que estos actos provoquendañograve, subordinacióno indefensión o contra todo
acto que conlleve una discriminación y, d. Se demuestre que la vía judicial o administrativa no fuere
adecuada ni eficaz, en caso de su existencia para tutelar el derecho vulnerado...».

17. La Corte Constitucional para el Período de Transición, señaló que la acción de protección tiene dos
objetivos primordiales «.la tutela de los derechos constitucionales de las personas, así comola declaracióny la
consiguiente reparación integralde los dañoscausadosporsu violación»^.

18. Conforme el precedente jurisprudencial'9) emanado por el máximo organismo de interpretación
constitucional corresponde a los jueces constitucionales realizar un profundo análisis acerca de la real
existencia o no de las vulneraciones de derechos constitucionales.
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19. Por lo tanto corresponde a este tribunal de alzada valorar el acervo probatorio introducido por ambas
partes; y, dirimir el conflicto determinando si hubo o no alguna violación de derechos fundamentales
consagrados en la Constitución)10).

Revisión del proceso de primera instancia

Identificación de las partes procesales

20. Legitimación activa:

• Betancourt Galecio John José, con cédula de ciudadanía No. 0912555513, por sus propios y
personales derechos.

21. Legitimación pasiva:

Ministra de Educación Msc. María Brown Pérez.

Subsecretaría de Educación Zona 8 Msc. Yadira Blakman Briones.

Director Distrital de Educación 09D03 Msc. Nelson Loor Vera.

Procurador General del Estado Ab. Juan Carlos Larrea Valencia.

• Antecedentes señalados por el legitimado activo en su demanda:

22. De lo manifestado por el legitimado activo en su demanda. -

«... a) Desde que se publicó la Ley Orgánica de Educación Intercultural estoy pidiendo se respete lo
aprobado por la ASAMBLEA NACIONAL, ya que desde Abril del 2011 se me ubicó en la categoría G
percibiendodicho sueldo cuando me correspondíaconforme lo exponen en Derechode Forma Taxativa
la LeyOrgánica de Educación Intercultural en sus Transitorias Cuarta,Quintay Vigésima Cuarta, por lo
cual debe estar ubicado en la categoría D después de los noventa días hábiles desde la publicación de la
Ley confecha 31 de marzo de 2011. b) La ex -Ministra de Educación Gloria Vidal lllingworth emite el
Acuerdo Ministerial 335-12 defecha 12 dejulio de 2012, en donde determina los requisitos para Acreditar
la Categoría D los docentes públicos y privados, c) El ex-Presidente de la República Econ. Rafael Correa
emite el Reglamento de la Ley Orgánica de Educación Intercultural, en donde consta los requisitos para
Acreditar la Categoría D con fecha 19 de julio de 2012. d) La ex-Ministra de Educación Gloria Vidal
lllingworth emitió el Acuerdo Ministerial 0433-12 de fecha 27 de septiembre de 2012, y DELEGA al
Coordinador/a General Administrativo/a y Financiero/a para que ejerza y ejecute determinadas
facultades que están determinadas en los diferentes literales que lo componen, e) En base al Acuerdo
Ministerial 335-12 de fecha 12 de julio de 2012, y realizar el trámite correspondiente la Zona
Administrativa No. 5 representada por su Coordinadora Zonal Estela Piedad Ampuero Velasco se emitió
el CERTIFICADO DE ACREDITACIÓN CATEGORÍA Dafavor deJohn José Betancourt Galecio confecha 13
de mayo de 2013, con lo que se reconoce por parte del propio Ministerio de Educación mi Escalafón
Docente de acuerdo a la propia Ley Orgánica de Educación Intercultural y su Reglamento, f) La
Contraloría General del Estado de su Dirección de Auditoría de Desarrollo e Inclusión Social DADeIS-006-

213 aprueba el Informe respecto del Examen Especial al Procedimiento Utilizado por el Ministerio de
Educación relacionado con el Cumplimiento de la Quinta Disposición Transitoria de la Ley Orgánica de
Educación Intercultural, respecto a la Homologación Salarial de los Docentes a Nivel Nacional por el
periodo entre el 1 de abril de 2011 y el 31 de mayo de 2012 defecha 4 de Abrilde 2013. ESTE INFORME
DE EXAMEN ESPECIAL AL PROCEDIMIENTO UTILIZADO POR EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN,
RELACIONADO CON EL CUMPLIMIENTO DE LA QUINTA DISPOSICIÓN TRANSITORIA DE LA LEY
ORGÁNICA DE EDUCACIÓN INTERCULTURAL, RESPECTO A LA HOMOLOGACIÓN SALARIAL DE LOS
DOCENTES A NIVEL NACIONAL, POR EL PERÍODO COMPRENDIDO ENTRE EL 1 DEABRIL DE2011 YEL
31 DE MA YO DE2012, fue enviado por la Ing. Clemencia Rodríguez Gómez en su calidad de Directora de
Auditoría de Desarrollo e Inclusión Social fue enviado el 22 de abril de 2012 a la Ministra de Educación
siendo recibido por elfuncionario de Correspondenciay Archivo EdgarBastidas confecha 23 de abril de
2013 a las 13h40.g) El Ministerio de Educación por intermediodel Ing. OsearDayan Valencia Cárdenas
en su calidad de Coordinador General Administrativo y Financiero emite la Circular Nro. MINEDUC-
CGAF-2013-00040-CIR defecha30 deseptiembre de 2013 (160 díasdespués de haberrecibido el informe,



casia los 6 meses)conel asuntode ADOPTAR CORRECTIVOS INMEDIATOS dirigido a las Subsecretarías
de Quito y Guayaquil y las 7 Coordinaciones Zonales para el Cumplimiento de Recomendaciones de
Contraloría General del Estado, con copia a la Ing. Clemencia Angélica Rodríguez Gómez en
representación de la Contraloría y al Ing. Hugo Garibaldi Fonseca Ordoñez Director Nacional de
Auditoría Interna; permitiéndome transcribir loquedetermina la Ley Orgánica dela Contraloría General
del Estado en su artículo 92.- Recomendaciones de auditoría. Las recomendaciones de auditoría, una vez
comunicadas a las instituciones del Estadoy a susservidores, deben ser aplicadas de manera inmediata
y con el carácter de obligatorio;serán objeto de seguimiento y su inobservancia será sancionada por la
Contraloría General del Estado, h) La Leda. Ana María Dolores Cedeño Murillo en su condición de
Subsecretaría de Educación del Distrito de Guayaquil, emiteel Oficio Nro. MINEDUC-SEDG-2013-00246-
OF, defecha 2 de octubre de 2013, con el asunto CORRECTIVOS INMEDIATOS dirigido a los Directivos
Distritales, comotambién a los Rectoresy Directores de las Instituciones Fiscales, precisamente paradar
cumplimiento a la HOMOLOGACIÓN SALARIAL DE LOS DOCENTES conforme Al Oficio 11706 DADEIS
suscrito por la Ing. Clemencia Rodríguez Gómez Directora de Auditoría de Desarrollo e Inclusión Social.
De manera lamentable esta información nuncafue socializada con los docentes, razón por la cual nadie
presentó su reclamo con las evidencias, para efectivizar la Homologación Salarial a la cual tienen
Derecho, i) El 16 de octubre de 2013 envié un escrito al Mgtr. Rodolfo FranciscoRojas Betancourt en su
condición de Coordinador Zonal 5 destacando lo que determina la Ley Orgánica de Educación
Intercultural y el Informe DADslS-006-2013 de la Auditoria de Desarrollo e Inclusión Social de la
Contraloría General del Estado, en el cualpido DE ACUERDO A LA HOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME
UBIQUE EN LA CATEGORÍA D como corresponde, documento que fue recibido por funcionario Andrés
Geovanny Magallán Ureña a las 16h33, del cual todavía no hay respuesta.)) El 13 de diciembrede 2013
envié un escrito al Econ. RómuloJarrin Intriago en su condición de Director Distrital 09D21 destacando
lo que determina la Ley Orgánica de Educación Intercultural, el Informe DADsIS-006-2013 de la
Auditoria de Desarrollo e Inclusión Social de la Contraloría General del Estado y la Circular Nro.
M1NEDUC-CGAF-2013-00040-CIR, en el cual pido DE ACUERDO ALA HOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME
UBIQUE EN LA CATEGORÍA D como corresponde, documento que fue recibido por atención ciudadana,
del cual todavía no hay respuesta, k) Confecha 5 de febrero del 2014. presente Queja Formal en la
DEFENSORÍA DEL PUEBLO asignándome el trámite No. 387-DPE-CGDZ98-2014 en contra del
MINISTERIO DE EDUCACIÓN exponiendo toda la documentación que antecede en defensa de mis
Derechos, ANTE EL INCUMPLIMIENTO DELA LEY ORGÁNICA DEEDUCACIÓN INTERCULTURAL YSER
UBICADO EN LA CATEGORÍA D. 1) Elex-Ministro de Educación Econ. Augusto Espinoza emite confecha
3 defebrero de 2014 el Acuerdo Ministerial ool5-14que determina el CierreDefinitivo de las Direcciones
Provinciales de Educación Hispanas y Bilingües, con lo cual desaparece este órgano administrativo y
todos sus servidores fueron liquidados. Esto se comunica por lo que viene a continuación, m) El ex-
Ministro de Educación Augusto Espinoza emite el Acuerdo Ministerial 0061-14 de fecha 6 de abril de
2014, abusando de una autoridad que no tenía, ya que los Acuerdos Ministeriales por ser de menor
jerarquía no pueden cambiar ni el Reglamento menos aun la Ley Orgánica de Educación Intercultural
que es precisamente una LeyOrgánica, para determinar la Normativaque Regula los Parámetrospara
el Ascenso de Escalafón, el Proceso de Recategorizacióny los Incentivosen la Carrera Docente Pública,
en donde pretende dar vida legal a una figura inventada como es la recategorización, ya que esta
estampa no aparece ni en la Ley Orgánica de Educación Intercultural o su Reglamento, siendo que
continua sin cumplir con la homologación salarial, n) El Sr. Manuel Ernesto Rivadeneira Tello en su
condición de Coordinador Zonal 5 emite la Circular Nro. MINEDUC-CZ5-2014-00031-C, de fecha 11 de
julio de 2014, con el asunto HOMOLOGACIÓN DE SUELDOS DE LOS DOCENTES dirigido a todos los
DirectoresDistritales, esencialmente para comunicar por medio de ellos a los docentes que soliciten su
revisión de la RMU presentando documentación necesaria, haciendo énfasis que es para dar
cumplimiento de la Quinta Disposición Transitoria de la Ley Orgánica de Educación Intercultural,
respecto dela Homologación Salarialde los Docentes a nivelnacionalNo. DADeíS-0006-2013, aquínacen
varias situaciones perversas para los docentes. La primera que nuevamente nunca comunicaron a los
docentes paraquese acerquen a presentardocumentadamente sus reclamos; La segundaquesu emisión
fue el dia viernes 11 dejulio de 2014 con tiempo perentorio hasta el domingo 20 dejulio de 2014, dando
solo 5 días hábiles para su apelación; La tercera que piden rolesde pagos certificados de los mesesde
enero, febrero, marzoy abrilde 2014, peroresulta quelas Direcciones Provinciales queesdondereposan
losarchivosfueron cerradasy susfuncionarios cesados enfebrero de 2014 entonces, ¿dónde se pueden
solicitardichos rolescertificados para presentarlos?, ñ) El29 de enero de 2016 envié un escrito al Ing.
Wilfrido Vivas Flores en su condición de Director Distrital 09D21 haciéndole un recuento de todo lo
actuado en el cual pido DE ACUERDO CON LA HOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME UBIQUE EN LA
CATEGORÍA Dcomo corresponde conla liquidación económica hasta esemomento, enconjunto con todos
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os documentos legales, quefue recibido por atención ciudadana, o) El 15 de febrero de 2016 recibí
contestación del Ing. Wilfrido Vivas Flores en su condición de Director Distrital 09D21, en donde se me
pedía presentará determinada documentación quea su vezseríaenviada a laCoordinación Zonal 5 para
su revisión, verificacióny realizarel informe técnico paradarsolución a la petición, del cual todavía no
hay respuesta, p) El16 defebrero de 2016 contesté oficioque me envió el Ing. Wilfrido Vivas Floresen su
condición de Director Distrital 09D21, en donde presenté la documentación pedida y solicité me
extiendan los roles de pagos, ya que en ese momento ya estaba cerrada la Dirección Provincial de
Educación, del cual todavía no hay respuesta, q) El 26 de febrero de 2016 entregué por atención
ciudadana del Distrito09D21 las copias de los roles del mes de eneroy marzode 2011 sellados,aclarando
que faltaba el mes de febrero de 2011, pero por sana lógica el rol ¡altante debe tener la misma
información queel mesanteriory posterior, del cualtodavía nohayrespuesta, r) El16 demarzode 2016
entregué por atención ciudadanadel Distrito09D21 oficio insistiendoen obtener respuesta DEACUERDO
CON LAHOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME UBIQUE EN LA CATEGORÍA D como corresponde con los
valores económicos respectivos, del cual todavía no hay respuesta, s) El 6 de abril de 2016 retiré Oficio
Nro. MINEDUC-CZ5-09D21-DDAF- 2016-0013-OF defecha 23 de marzo de 2016 emitido por Elsa María
Santos Arauz en su condición de Analista Distrital Administrativo Financiero (E) con el Asunto Respuesta
a REVISIÓN DE HOMOLOGACIÓN DESUELDO, endonde me pedían nuevamente ladocumentaciónfísica
para elaborar el informe técnico y sus anexos que serán enviados a la Coordinación Zonal 5 para la
respectiva revisión verificación, olvidando queya había entregado la documentación solicitada, t) El 6
de abril de 2016 retiré Oficio Nro. MINEDUC-CZ5-09D21-UDTH 2016-0076-0 de fecha 23 de marzo de
2016 emitido por Kattyjohanna Salas Espinoza en su condición de Jefe Distrital de Talento Humano con
el Asunto Solicita REVISIÓN DE CATEGORIZACIÓN, en donde meindicaban quese procedió a derivar el
trámite a la Dirección Zonal Administrativa Financiera mediante memorando Nro. MINEDUC-CZ5-

09D21 -2016-0080-M de fecha 23 de marzo de 2016, y que una vez que la Dirección Zonal proceda a dar
espuesta al trámite se procederá a notificarme, trámite del cual todavía no hay respuesta, u) El 11 de
bril de 2016 entregué en el Despacho Distrital por segunda ocasión la documentaciónfísica solicitada
ara que elaboren el informe técnico desde la Zonal 5, acompañada de toda la documentación legal
ertinente, y DE ACUERDO ALA HOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME UBIQUE EN LA CATEGORÍA Dcomo
orresponde, trámite del cual todavía no hay respuesta, v) El 23 de noviembre de 2016 entregué por

atención ciudadana oficio insistiendo en recibir respuesta a mi petición pido DE ACUERDO A LA
HOMOLOGACIÓN SALARIAL SE ME UBIQUE EN LA CATEGORÍA D como corresponde con el pago
económico respectivo ya que en conversación sostenida enjulio de 2016 con la jefa del Departamento
Financiero me manifestó que había recibida la orden verbal de parte del Director Distrital para que
elabore la liquidación a mi favor, sin embargo hasta la presente fecha del trámite todavía no hay
respuesta, w) Anteel SilencioAdministrativo de NO dar respuestas a mi reclamo, acudícon mi Queja a la
Defensorio del Pueblo, misma que emite la Resolución Defensorial N° 007-DPE-CEDZ8-2019-JJ. Tramite
DefensorialN°387-DPE-CGDZ8- 2014 del 20 de marzo del 2019 a las 17h00 firmado por el Coordinador
General DefensorialZona8Ab. Marcos Eduardo Pacheco Espíndola, cuya FaseResolutoria es la siguiente:
Uno. - Declarar que este trámite se realizó de conformidad con los principios de procedimientos
constantes en la LEY ORGÁNICA DE LA DEFENSORIA DEL PUEBLO, específicamente en el Titulo III,
capítulos Iy II, consecuentemente es válido. Dos. - Aceptar la petición presente por el señor John José
Betancourt Galecio, por considerar a criterio de esta Coordinación General Defensorialzonal 8 que la
Subsecretaría de Educación, ha inobservado sus derechos constitucionales de petición de seguridad
jurídica y trabajo en lasgarantías de remuneración equitativa e igual trabajo igual remuneración. DR
JORGE ITURBURU SAL VADOR AUTO ESPECIALISTA EN CIENCIAS PENALES YABOGADO. Tres. - Exhortar
a la Ministra deEducación y Subsecretaría deEducación CRIMINOLÓGICAS Distrito Guayaquil para que
procedan agarantizar la vigencia plenade los Derechos Constitucionales antes referidos para asegurar
la remuneración justa quele corresponda al reclamante conforme a la Constitución, la Leyy de acuerdo
a la categoría que en su oportunidad correspondía estar. Cuatro. - Dejar a salvo el ejercicio de las
accionesjudicialesy administrativasa las quese crean asistidas las partes. NotiffqueseyCúmplase. Cinco.
- Disponerel cierre del caso y correspondientearchivo del expediente, x) Presento la tabla de los valores
fiscales proporcionales vigentes desde la segunda quincena del mes Noviembre del 2010 hasta el mes de
diciembre del 2018 y que debo percibir desde el momento de la expedición de la Ley Orgánica de
Educación Intercultural (31 de marzo de 2011) de acuerdo a la Homologación que me ubica en la
Categoría Dy posteriora la aprobación del curso de Ascenso de Categoría C, todo ello en cumplimiento
al Informe deContraloría DA2-006-2013 delexamen especialal Procedimiento utilizado porel Ministerio
de Educación, relacionado conel cumplimiento de la quinta disposición transitoria de la Ley Orgánica de
Educación Intercultural, respecto a la Homologación Salarial de los Docentes a Nivel Nacional porel
periodo entre 1 de Abril del 2011 y 31 de Mayo del 2012 defecha de abril2013, concordante con la



Resolución No. 007-DPE-CGDZ8- 2019-JJ Defensorio delPueblo (20 de marzo de2019)y la Ley Orgánica
deServicio Público literales h, i, k (modificación del6 de diciembre de 2020) a la que tengo LEGÍTIMO
DERECHO por lo quedebeasignarsela partida presupuestariafiscal para cubrir los rubros impagos por
la cantidad de treintay un milcuatrocientos cuarentay sietedólares con treinta centavos ($31.447,30);
de los cuales se deben depositar en mi Cuenta Personal de Ahorro Nro.2200424349 del Banco Pichincha
por la NO Cancelación de Sueldos,Fondosde Reserva y DécimoTercerSueldo la cantidad de veintiséismil
doscientos noventa y ocho dólares con treinta centavos ($26298,30); y por la sumatoria de la NO
Cancelación de Aporte Individualy Aporte Patronal al IESS la cantidad de cinco mil ciento cuarenta y
nueve dólaresconcerocentavos ($5.149,00)a micuentaindividual delSeguro Social, pero ademásse le
debe sumar a dicha partida presupuestaria los valores de los intereses generados por el tiempo no
percibidos(segunda quincenadel mes Noviembre del 2010 hasta el mes de diciembredel 2018) por la No
Cancelación de Sueldos, Fondosde Reserva y Décimo TercerSueldo ante el tremendo daño económico
proporcionado [...] ».

• Normas constitucionales y legales en que basa su solicitud

23. El accionante sustenta su demanda en la siguiente normativa:

• Convención Internacional de Derechos Civiles y políticos: Art 14 numeral 1, 2,3 literal a), b), c), d),
e), í), g); numeral 4, 5,6, 7.

• Convención Americana de Derechos humanos o Pacto de San José de Costa Rica: Arts. 8,10.
• Protocolo de San Salvador: Art 7 literal a).
• Convenio 095 sobre la protección del salario: Art 15.
• Constitución de la República del Ecuador: Art 11 numeral 1,2,3,5,6,9; Arts. 33,66 numeral 2,4; Art75,

76,83 numeral 1; Art 86 numeral 1,2 literal a), b), c), d), ej, numeral 3,4, 5; Arts. 88,226,229,233,
326,424,425,426.

• Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: Arts. 6, 8 numeral 1,2 literales
a), b), c), d) numeral 3,4,5,6,7,8; Art 10 numeral 1,2,3,4,5,6,7,8, Arts. 39,40 numeral 1, Art. 41.

• Derechos que se alegan vulnerados

24. El accionante considera vulnerados sus derechos "fundamentales de primera generación como son el
derecho a lagarantía de recibir el pago de mis haberes, señalados en el numeral tercero literal x detallados que
corresponden al total de $31.447.30 no pagados y que se me ha perjudicado", y derecho al trabajo.

• Pretensión

25. El accionante plantea como pretensión principalmente:

«[...]Con los antecedentes de Hecho y de Derecho presentados y en fundamentos de la Norma
Constitucional, tengoa bienpresentaresta Demandade Garantías Constitucionales por Incumplimiento
de mis Haberes y por la Violación Flagrante al cumplimiento de la norma legal y violación de mis
Derechos Fundamentales de Primera Generación como son el Derecho a la Garantía de recibir el pago
de mis haberes, señalados en el numeral tercero literal x detallados que corresponden al total de
$31.447.30 no pagadosy que se me ha perjudicado, siendo lamentable que a pesar del tiempo
transcurrido desde que se dictó la Resolución Defensorial N° 007- DPE-CF.DZ8-2019-II. Trámite
Defensorial N9 387-DPE-CGDZ8-2014 del20 de marzo del2019 a las 17h00firmado porel Coordinador
General Defensorial Zona 8 Ab. Marcos Eduardo Pacheco Espíndola, el Ministerio de Educación no ha
dado 2019 a las 17hOO firmado por el Coordinador General DefensorialZona 8 Ab. cumplimiento y
sigue irrespetando e inobservando los derechos que asisten a mi persona y a 18.178 docentes
conforme la Resolución del Examen Especial de la Contraloría General del Estado informe DA2-0008-
2013 cuando la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado determina enforma mandatoria en
su artículo 92 que dichas resoluciones sonde cumplimiento inmediatoy obligatorio.

Es importante determinar que mireclamo pornohabérseme pagado desde el año2010 de la segunda
quincena del mes de noviembre es la Homologación Salarial y queen ninguna parte de la LOE! o su
Reglamento aparece eltérmino "RECATEGORIZACIÓN" siendo un invento del ex-Ministro de Educación



Econ. Augusto Espinoza queel 6 deAbril del2014 abusando de una autoridad queno tenía, ya que los
Acuerdos Ministeriales porser de menorjerarquía nopueden cambiar ni el Reglamento menos aun la
Ley Orgánica de Educación Intercultural que es una Ley Orgánica, para determinar la Normativa que
Regula los Parámetros parael Ascenso de Escalafón, el Proceso de Recategorizacióny los Incentivos en
la Carrera Docente Pública, en donde pretende dar vida legal a una figura inventada como es la
recategorización, luego de estar vigente la LeyOrgánica de Educación Intercultural por 36 mesesy su
Reglamente por21 meses, y continuó sin cumpliry haciendo caso omisoa las Recomendaciones de la
Contraloría General del Estado y a su informe Especialque tenía que aplicar y dar cumplimiento a la
Homologación Salarial de los docentes a nivel nacional siendo que es imposible aplicar la
recategorizaciónya que primero se debe Homologarpara que cumplidosu tiempo pueda acceder a la
siguiente categoría cada 4 años como lo determina la Ley Orgánica de Educación Intercultural y su
Reglamento, anteriory vigente actual [...]».

• Decisión de primera instancia

26. El Tribunal de Garantías Penales con sede en el cantón Guayaquil, con fecha 26 de octubre del 2021, a las
llh47, emitió sentencia y señaló en lo principal:

«[...JDECISION: Una vez que se ha fundamentado el presente análisis con las normas Constitucionales,
Legales, Jurisprudenciales, Doctrinariasy fácticas, este Tribunal Único de Garantías Penales delGuayas,
con competencia en materia constitucional, en mérito de lo expuesto, y ADMINISTRANDO JUSTICIA A
NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS

LEYES DE LA REPÚBLICA, RESUELVE: 1) Declarar sin lugary porende, IMPROCEDENTE la acción de
protección planteada por el accionante, Licenciado en Ciencias de la Educación JOHN JOSÉ
BETANCOURTGALECIO, en contra de la Ministra de Educación María Brown Pérez; la Subsecretaría de
Educación Yadira Blakman Briones;y el Director Distrital de Educación Nelson Loor Vera; conforme lo
dispuesto en el art 42 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y ControlConstitucional, numerales 4, que
dice que no procede la acción de protección: "cuandoel acto administrativo puede ser impugnado en la
vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz";y 5: "Cuando la pretensión
del accionante sea la declaración de un derecho". Notifíquese de esta decisión a las partes en los casilleros
y correos señaladosparael efecto. - CÚMPLASE YNOTIFÍQUESE».

27. Decisión judicial que fue apelada por la parte accionante, señor John José Betancourt Galecio.

Audiencia de Estrados

28. A petición del accionante Betancourt Galecio Jhon José se procedió a escuchar a las partes procesales en
audiencia.

28.1. El Dr. lorge David Iturburu Salvador, en representación del accionante Ab. lohn losé Betancourt Galecio.

«Cuando solicité la audiencia de estrados es porque consideré que los jueces de primer nivel no habían
tomado en consideración ciertoselementos dejuicio de carácter legal y constitucional para emir una
resolución inmotivaday sinfundamento alguno. Solamente hayunasecuencia que la tengo aquí, que la
presentéy queconstadentro delproceso, la secuencia de cómose presentó la acción de protección sobre
la homologación salarial, que consiste en equiparar los salarios de una tabla única con el objeto de
eliminar diferencias salariales. Enel caso de los docentes, está de acuerdo a las escalas remunerativas de
servicio público y es de cumplimiento inmediato, de acuerdo a la vigencia de la Ley Orgánica de
Educación Intercultural del 31 de marzo de 2011, en las disposiciones transitorias cuarta, quinta y
vigesimocuarta así lo consagran y que hoy, en la nueva del del 2022 así lo ratifica. Por ello hemos
establecido dentro de esta acción de protección, queel Ministerio de Educación no dio cumplimiento a
esas transitorias, inclusivecuandoemitió su reglamento.A lafecha, incumplióhasta los mismosacuerdos
ministeriales que, a estas alturas, después de estar másde unaño en unaacción de protección, tengo la
convicciónque el Tribunal de Alzadaya ha de tener una visióngeneral, que de la letra a, hasta la letra z,
todo el abecedario, consta como prueba documental, ¿qué han incumplido? Han incumplido la Ley
Orgánica de Educación, el reglamento y un sinnúmero de informes Me voy a referir a trescausales, el
juez no quiso aplicar lo que está en la transitoria vigesimocuarta que, como documento habilitante, le
presentamos, en la letra a, ahí están las transitorias cuarta, quinta y vigesimocuarta, que le daban



noventa días para que solucione esta homologación,y no cumplió. Consecuentemente los jueces de la
primera instancia ignoraron eso. En la prueba f), presentamos como prueba documental el examen
especial de la Contraloría, ese examen especial de la Contraloría es lapidario. Manifestaba que dieciocho
mil maestrosy más,hasta aquellafecha, no habíansido homologadosy le obligaba a que el Ministerio de
Educación de cumplimiento, estableciendo que ¡a LeyOrgánica de la Contraloría General del Estado, en
el artículo 92, las recomendacionesde auditoría, una vez comunicadas las institucionesdel estadoy a su
servidor, deben ser aplicadas de manera inmediata y con el carácter de obligatorio. Incumplió el
ministerio como sigue incumpliendo hasta la fecha. Y, por último, para tener una antesala de esta
reclamación, de esta reclamación de derechos,habíamos establecidoy consta como pruebadocumental,
la resolución de la Defensorio del Pueblo, y en esa resolución que la tenemos aquí como prueba
documental (letra w),y en esta resolución de la Defensorio del Pueblo del 20 de marzo de 2019 a las
17h00, declara que el tramite se realizó, aceptaron nuestra petición y dice que se ha inobservado los
principios constitucionales de petición, seguridadjurídica y trabajoy dispone exhortar al ministro de
educación para que proceda a garantizar la vigencia, y lo ignoró. Yo presenté dos sentencia, y me vuelvo
a ratificar en las mismas: la sentencia 102-13-SP, caso 380, cuando tanto la Procuraduría como la parte
demandada alegaban legalidades y en esta sentencia de triple reiteración, donde el máximo organismo
de control constitucional hace una interpretación, de lo que determina el artículo 42 de la Ley Orgánica
de GarantíasJurisdiccionalesy control Constitucional,y se refiere, en las páginas 22 a 27, a por qué hace
una declaratoria, cuando el acto administrativo puede ser impugnado en la víajudicial,y sin embargo
aquí nos dice que respecto de este particular, la prueba de que la vía no es adecuada y eficaz se la debe
actuar en el momento procesal de la etapa probatoria, por lo tanto, se requiere necesariamente de la
sustanciación de la causa, consecuentemente es una causal de improcedencia. Es improcedente porque
así lo determina también la Ley Orgánica de Servicio Público, en su artículo 90: los servidores públicos
sean o no de carrera, tendrán derecho a demandar el reconocimiento y reparación de los derechos que
consagra esta ley, sin perjuicio de las acciones constitucionales a que tiene derecho. Ycuando existe una
vulneración de un derecho constitucional, procede entonces la acción de protección. De la misma manera,
tanto la procuraduría y ahora los jueces de primera instancia, se equivocaron en su resolución
inmotivada, al decirque nosotroshemos demandado, que nose han violadolos derechosconstitucionales,
el 42 numeral cuatroy numeral cinco, la declaratoria de un derecho. Nosotros no hemos solicitado ni
demandadola declaratoria de ningúnderecho, lo que hemos demandado nosotros es que se reconozca la
tutela jurídica. Yasí lo diceel numeral 5, de esta sentencia 10213-SP, caso 380: cuando la pretensión del
accionante sea la declaratoria de derechos. Aquínosotros no hemos pedido la declaratoria de derechos,
sino que nuestros derechos no han sido tutelados, consecuentemente nosotros pedimos la tutela de
nuestrosderechos En consecuencia, nosotros hemos establecidoy hemos probadoy demostrado, que el
Ministerio de Educación incumplió con no haber pagado, no solamente a mi defendido, sino a dieciocho
mil maestros, que se vulneraron sus derechos, que han afectado la seguridad jurídica. Sobre este
particular existe suficiente jurisprudencia, de carácter constitucional que hemos presentado. No le
pagaron ¡ajusta remuneración, si nolohicieron, ahíhayuna vulneraciónflagrante delderecho al trabajo
y aún más, cuando hablamos de subordinación, porque a él lo mandaron a hacer un sinnúmero de
trámites en todos estos acuerdos que él fue cumpliendo y lo fueron ignorando. Consecuentemente
nosotros establecemos queaquínoestamoshablando de legalidad sinode la vulneración delderecho, de
ahí que, habiéndose afectado el derecho al trabajo, la seguridadjurídica, la tutela efectiva, lagarantía
de una mínima remuneración, porque no estaba pidiendo recategorización ni cosa por el estilo, lo que
estaba pidiendo es una homologación, quese lepaguen susderechos Hasta lapresentefechahan pasado
algunos añosy no se lepaga. Yahíestá la liquidación que nosotros hemos establecido, a cuanto suma el
perjuicio dequenose lepague suhomologación, como másde treinta mildólares,y esoes loque pedimos,
que se cumpla con la Ley Orgánica deEducación Intercultural vigente en aquel entonces (año 2011), las
transitorias cuarta, quintay vigesimocuarta, le dijeron noventa díasy hanpasadoalgunosañosy nada.
Que se cumpla con todos esosacuerdos quese han incumplido y quese cumpla con la resolución de la
Defensorio delPuebloy aún más, con elexamen especial de la Contraloría, quees decarácter vinculante
y de cumplimiento obligatorio, de acuerdo con lo quedetermina el artículo 92 de la Ley Orgánica de la
Contraloría. Ante ello, nosotros ratificamos todosy cada uno de losfundamentos de hecho y de derecho
que constan en elexpediente. Señores magistrados una gran pregunta ¿hay derecho a una remuneración
justa?, aunque nosotros sabemos que el sueldo que percibe el maestro está por debajo en la escala, que
inclusive en este momento ni con la nueva leyquefue aprobada en el 2022, están cumpliendo con la
homologación. Yo quisiera quese escuche al mismo accionante un minuto, si usted melopermite, porque
eslaparte afectaday esdocente eldemandante. Nos ratificamos en todosy cada uno delosfundamentos
constantes en esta acción de protección, porhaberse vulnerado los derechosya mencionados».



28.2. El accionante Ab. John losé Betancourt Galecio:

«Agradezco laoportunidaddeserescuchado. Yo confío plenamente quelosjuecesdelacausa anunciarán
Su decisión, pero sobre todo confío en que ustedes reiterarán la razóny la legalidad de lo queyo estoy
reclamando. Yesque el primeroque tieneque cumplircon la ley es el propioestadoy ahínose determina
en tres documentos, tanto la LeyOrgánica de Educación Intercultural, como el examen especial de la
Contraloría y la resolución de la Defensorio del Pueblo, que lo que yo estoy reclamando, es lo que
determina la propia ley. Confío en ustedes, sé que van a hacer lo que tienen que hacer en base a derecho
y agradezco el haber sido escuchado».

28.3. El Ab. Rommel Antonio Navas Gafter. en representación del Ministerio de Educación:

«En este tema, tengo a bien indicarque nosotros,como Ministerio de Educación, aceptamosy estamos de
acuerdo con la sentencia que emitió el tribunalde garantías penales con sede en tanto en Guayaquil, el
26 de octubre de 2021, pretendiendo pues, la parte legitimada activa, activar de manera equívoca, la
acción constitucionalde protección por hechosy situaciones quesucedieronhace aproximadamentedoce
años atrás, bajo ciertos reclamos por alguna falta de ubicación en la escala presuntamente que tenía
derecho, en ese entonces. Era en ese momento, hace doce años atrás aproximadamente, en que tenía la
oportunidad el actual legitimado activo, de presentar las acciones administrativas, las impugnaciones
necesarias, y en su debido momento también las acciones legales, porque es un es un tema de legalidad
ante el área contenciosa administrativa. El legitimado activo pertenece al magisterio ecuatoriano, en la
actualidad recibe una remuneración, está categorizado en en la escala que le corresponde, y bueno en la
actualidadya llevamos una segunda ley de educacióny ha pasado tanto tiempoy el tiempo es necesario
para poder observar o reclamar cualquier derecho. Comodocente también es servidor públicoy el mismo
artículo 90 de la LOSEP señala los tiempos en que tienen derecho a activar cualquier acción
correspondiente; por lo tanto, el Ministerio de Educación está de acuerdo con la sentencia emitida por el
tribunaldegarantías penales que, como ustedes, un tribunalcompuesto por tresjuecesy solicitamos que
se ratifique la decisión del mencionado tribunal».

28.4. El Ab. Jimmy Jiménez, en representación de la Procuraduría General del Estado:

«Enesta interposición de acciones se ve,con la ligereza que se trata de tomar ciertas personas una acción
especialfsima como es la constitucional, y tanto así que los juzgadores de primera instancia deciden
justamente declarar sin lugar la presentación, puesto que no se ha vulnerado ningún derecho
constitucional, como ya obran en autos todos los recaudos procesales, en cuanto a que se esgrime todo lo
aseverado por la parte demandada, inclusive tratando de activar una acción constitucional cuando
efectivamente y es evidente que, la parte actora tenía el tiempo prudencial para presentar su acción
contencioso administrativa conforme a la propia normativa, de un servidor. Quieren tratar nuevamente
de confundira esta Sala respecto a una recategorización que dizque les corresponde, y que por mediode
una acción constitucional pretenden hacer,y con el mayor de los respetos, señores jueces, no estarían
ustedesen la capacidadjustamente, para ustedes incluirseen ese tipo de normativasadministrativasque
incluyen solamente a la institución públicay su procedimiento administrativo. Queeste procedimiento
administrativo pueda tener errores, en su momento o a futuro que traten de implementar actos
administrativos, estos actos administrativos tienen su vía eficaz y expedita, puesto que en la misma
normativa, de la Leyde Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, nos habla al respectoy el
propio Código Orgánico Administrativo nos habla sobre los procedimientos que son impugnables en la
vía administrativa respectiva, no en una vía especialísima como la constitucional. Dentro de las
argumentaciones que se dijo en la primera instanciay que recoge el juez ponente, justamente hace una
valoración respecto a lo peticionado por el actor, y es evidente que no existe una violación de un derecho
constitucional. Debieron activar, como exponeante el ERJAFEy ahora el Código Orgánico Administrativo,
la impugnabilidad de un acto administrativo, o sobre su aplicabilidad, no en una vía constitucional.
Reitero mipedido de quese confirme la sentencia venida en grado, puesto que no se ha evidenciado la
vulneración de un derecho constitucional».

Análisis de la Sala

29. Elciudadano Betancourt GalecioJhon José, por sus propios y personales derechos reclama la vulneración
de sus derechos constitucionalesy señala textualmente haber presentado esta garantía jurisdiccional por «...



incumplimiento de mis haberesy por la violación fiagrante al cumplimiento de la norma legaly violación de
derechos fundamentales de primera generación como son el derecho a lagarantía de recibir el pago de mis
haberes, señaladosenel numeral tercero literalxdetallados quecorresponden al totalde$31.447,30nopagados
y que se me ha perjudicado...», para efectos de sustentar lo alegado, hace un recuento de la serie de petitorios
realizado a niveladministrativo a fin de que se homologue su sueldo a partir de la Ley Orgánica de Educación
Intercultural (2011); y, principalmente destaca tanto la Resolución del Examen Especial de la Contraloría
General del Estado (Informe DA2-0008-2013), así como, la Resolución Defensorial No. 007-DPE-CEDZ8-
2019-JJ, trámite defensorial No. 387-DPE-CGDZ8-2014 del 20 de marzo del 2019.

30. Por el contrario, la entidad accionada, Ministerio de Educación, sostiene la improcedencia de esta acción
de protección, señalando entre los argumentos relevantes que a la fecha existe otra Leyde Educación vigente,
y que han transcurrido doce años desde que hubo la oportunidad de la reclamación por la homologación que
hoy se exige. Por parte de la Procuraduría General del Estado, se alega la improcedencia debido a que existe
otra vía idónea para la reclamación que realiza el accionante.

31. De la sentencia de primer nivel recurrida, podemos observar que en el numeral 7.2. se efectúa el análisis
del caso, indicándose principalmente que: «...este pedido de ser justificado, en criterio del Tribunal, debe ser
reclamado, no por la vía de acción de protección, sino en la vía contencioso administrativa, o en su defecto,
mediante una acción de incumplimiento, que serian las vías pertinentes para, de forma individualizada y
analizando ¡osfundamentos de la reclamación del accionante, el juez ordinario o la Corte Constitucional en el
caso de la acción de incumplimiento, resuelva en mérito de las pruebas que se aporten, garantizándose el debido
proceso. . Por lo que, el Tribunal observa que no se ha violado los derechos constitucionales del accionante,
adecuándose a la causal del art. 42 numeral 4...».

32. Evidenciándose la falta de pronunciamiento sobre los argumentos relevantes esgrimidos por las partes
procesales de la causa; y, que el Tribunal de primer nivel ha inobservado la jurisprudencia vinculante emitida
por la Corte Constitucional en sentencia Nro. 001-16-PJO-CC, por la cual: «...1. Las jaezas y jueces
constitucionales que conozcan de una acción de protección deberán realizar un profundo análisis
acerca de la real existencia de la vulneración de derechos constitucionales en sentencia, sobre la real
ocurrencia de los hechos del caso concreto. Lasjuezas o jueces constitucionales únicamente, cuando no
encuentren vulneración de derechos constitucionales y ¡o señalen motivadamente en su sentencia,
sobre la base de los parámetros de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, podrán determinar que la
justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver el asunto controvertido...». Con lo cual,
únicamente los jueces constitucionales pueden pronunciarse respecto a la vía de la reclamación, luego de
analizados los derechos constitucionales alegados.

33. En vista de esa falta de cumplimiento del precedente constitucional por parte del Tribunal inferior, esta
Salase aleja de la motivación que consta en la decisión de primer nivel, y conforme el numeral 3 del artículo
2 de la LeyOrgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, procede a efectuar el análisis de
los derechos constitucionales que el accionante alega como vulnerados en el presente caso, en observancia
de las reglasy precedentes emanados por el máximo organismo de interpretación constitucionaldel país.

34.Así, en primer lugar, corresponde observar las piezas procesales probatorias señaladas por el accionante
y que obran del proceso, en lo principal: i) Disposición Transitoria 24 de la Ley Orgánica de Educación
Intercultural (2011); ii) Resolución del Examen Especial de la Contraloría General del Estado (Informe DA2-
0006-2013); y, üi) la Resolución Defensorial No. 007-DPE-CEDZ8-2019-JJ, trámite defensorial No. 387-DPE-
CGDZ8-2014 del 20 de marzo del 2019.

35. En ese orden de ideas, acerca de la LeyOrgánica de Educación Intercultural con la que efectúa su reclamo
el accionante,se dispone en la transitoria vigésimo cuarta que: «...La Autoridad Educativa Nacional tendrá
noventa días hábiles para realizar la homologación salarial, de conformidad con la disposición transitoria
cuarta delapresente Leyl11>. En ningún caso, losdocentes podrán percibir un salario mensual neto menor alque
recibía en el periodofiscal inmediatamente anterior. Los docentes queperciban un salario neto menor bajo la
nueva escala después de descontar su aporte personal a la seguridad socialserán homologados a la categoría
inmediatamente superior a fin de no generar ningún perjuicio económico al docente. En caso que la
remuneración mensual sea mayor a la categoría A, losdocentes recibirán un salario mensual neto equivalente
al menos al periodo fiscal anterior. El salario mensual resultante de la homologación salarial que realice la
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Autoridad Educativa Nacional se cancelará retroactivamente a los docentes desde ¡a segunda quincenadel mes
de noviembre de 2010...».

36. La Resolución del Examen Especial de la Contraloría General del Estado (Informe DA2-0006-2013), que
obra de fojas 3 a 20 del expediente, principalmente señala:

«...CONCLUSIÓN: Las autoridades del Ministerio de Educación aceleraron el proceso de homologación
salarialquede acuerdo a lo queestablecela Disposición Transitoria Vigésima Cuarta de la Ley Orgánica
de Educación Intercultural debió concluirel 4 de agosto del 2011: sin embargo el 30 de abril de 2011, a
los 21 días del plazo establecido, la Coordinadora Administrativa Financiera de Educación dispuso la
transferencia de los recursos a losplanteleseducativos parael pago de las remuneraciones, resultado de
la homologación salarialy ubicación de categorías; situación queoriginóque la información procesada
en los establecimientos educativos presente inconsistenciasy no haya sido depurada oportunamente;
hasta la fecha de la acción de control por parte de la Contraloría General del Estado, los errores
conceptuales aún persisten en la base de datos de los distributivosde remuneraciones, lo que ocasionó
que 8442 docentes fueran ubicados en categorías superiores y 9736 en categorías inferiores (...)
RECOMENDACIONES... A la Ministra de Educación:3. Dispondrá a ¡a Coordinadora Administrativa
Financiera coordinar con los servidores de las unidades educativas del país, a fin de depurar el
distributivo de asignación de puestosy remuneracionesy ubicara los 18178 docentes en las categorías
que de acuerdo a sus méritos y características laborales le corresponda...» (lo subrayado nos
corresponde)

37. En cuanto a la Resolución Defensorial No. 007-DPE-CEDZ8-2019-JJ, trámite defensorial No. 387-DPE-
CGDZ8-2014 del 20 de marzo del 2019'12) se desprende:

«...RESOLUCIÓN: Conforme a lascompetencias constitucionales dela Defensoría delPuebloy deacuerdo
al desarrollo de la presente investigación el suscrito Coordinador General Defensorial Zonal 8 resuelve:
UNO. • DECLARAR que este trámite se realizó de conformidad con los principios de procedimientos
constantes en la LeyOrgánica de la Defensoría del Pueblo, específicamente en el Título III, Capítulo Iy II,
consecuentemente es válido. DOS. - ACEPTAR la petición presentada por el señor JohnJosé Betancourt
Galecio. por considerar a criterio de esta Coordinación General Defensorial Zonal 8. que la Subsecretaría
de Educación, ha inobservado sus derechos constitucionales de petición, seguridadjurídica y trabajo en
las garantías de remuneración equitativa e igual trabajo, igual remuneración.- TRES.- EXHORTAR al
Ministerio de Educación y Subsecretaría de Educación Distrito Guayaquil, para que procedan a
garantizar la vigencia plena de los derechos constitucionales antes referidos para asegurar la
remuneración justa que le corresponda al reclamante conforme a la Constitución, la Leyy de acuerdo a
la categoría que en su oportunidad le correspondíaestar...» (lo subrayado nos corresponde)

38. Seaprecia también de la revisión de las piezas procesales, varios elementos probatorios que acreditan la
calidad de docente del hoy accionante señor John José Betancourt Galecio, la comunicación)13) dirigida por
parte de Elsa María Santos Arauz, en calidad de Analista Distrital Administrativo Financiero (E), donde se le
requieren documentos para la elaboración de un informe técnico.

39. Es preciso recordar que la carga de la prueba en el caso concreto recae sobre la entidad accionada
conforme lo prevé el artículo 16 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.
Siendo que, el Ministerio de Educación no ha negado que le corresponda el derecho a la homologación, sino
que ha centrado sus argumentos en la temporalidad en que ocurre el reclamo del hoy accionante.

40. Respecto a la temporalidad en la presentación de acciones de protección de derechos, la Corte
Constitucional en sentencia Nro. 179-13-EP/20, del 4 de marzo del 2020, dentro del caso Nro. 179-13-EP,
señaló:

.

«...5. Dentro de esta regulación, la Constitución, la Ley de la materia3y lajurisprudencia expedida por
esta Corte Constitucional, determinan los requisitos aplicablesa lasgarantíasjurisdiccionales. Ninguna
de estasfuentes jurídicas establece como un requisito para proponer una acción de protección, que su
planteamiento sea necesariamente de forma inmediata al actoo a la omisión que habría provocado la
afectación de derechos constitucionales



26. Porel contrario, no existe en el ordenamientojurídico unrequisito acerca de la temporalidadpara la
proposición de una acción de protección.Aquello, lejos de constituir un vacío normativo o una omisión
del constituyenteo del legislador, es un aspecto queguarda plena armonía con los principiosque rigen
la aplicación de los derechos en el país (...)

28. En razón de estas características, nose podríaafirmarque el paso del tiempo, per se, impidepresentar
una acción de protección para tutelar derechos constitucionales, puesto que aquello supondría que el
transcurso del tiempo imposibilita hacer efectivo un derecho (que por su condición es inalienable e
irrenunciable) o que exista una reparación integral por su vulneración...» (lo subrayado me
corresponde).

41. Por lo tanto, no tiene asidero el argumento esgrimido por la entidad accionada, en cuanto a la
temporalidad en la presentación de esta acción de protección para la reclamación de los derechos del
accionante.

42. En cuanto al derecho al trabajo y a recibir el pago de los haberes laborales no cancelados y la
homologación del ciudadano John José Betancourt Galecio, es preciso considerar que la Constitución de la
República en el artículo 325 determina que el derecho al trabajo será garantizado por el Estado; y, que, entre
los principios que lo sustentan de acuerdo al artículo 326 ibídem, se encuentra:

«... 2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles Será nula toda estipulación en contrario.
3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o contractuales en
materia laboral, estas se aplicarán en el sentido másfavorable a las personas trabajadoras. 4. A trabajo
de igual valor corresponderá igual remuneración...».

43. Consecuentemente, el Ministerio de Educación como parte de las entidades estatales, está obligada a
actuar en garantía del respeto a los principios que sustentan el derecho al trabajo del ciudadano John José
Betancourt Galecio.

44. No obstante, en la especie existe una omisión en la respuesta solicitada a la entidad accionada en cuanto
a la realización del trámite de homologación que ha sido reclamada por largos años.

45. Asítambién, este Tribunal de Alzada,en aplicación del principio iura novit curia previsto en el artículo 4
numeral 13 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, por el cual: «...Lajueza
o juez podrá aplicar una norma distinta a la invocada por los participantes en un proceso constitucional...»,
precisa pronunciarse sobre el derecho a la igualdad y no discriminación, que se garantiza en el artículo 66
numeral 4 de la Constitución de la República del Ecuador.

46. Respecto al principio iura novitcuria la Corte Constitucional en sentencia Nro.004-18-SEP-CC, del 03 de
enero del 2018, dentro del Caso Nro. 664-14-EP, que:

«...Dicho criterio es compartido ~€n el ámbito regional- por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos, la misma quea través de sujurisprudencia haseñaladoquepormedio delprincipio iuranovit
curia, el juzgador tiene la facultad, e inclusive el deber, de aplicar las disposiciones jurídicas
pertinentes en una causa, aun cuando las partes no las hayan invocado expresamente...» (lo
subrayado es nuestro)

47. En cuanto al derecho a la igualdady no discriminación, la Corte Constitucional en sentencia Nro. 1351-
19-JP/22, del 12 de enero de 2022, dentro del caso Nro. 351-19-JP, ha señalado:

«...127. En virtud de la configuración constitucional delderechoy principio a la igualdad previsto enlos
artículos 11 (2) y 66 (4), se pueden distinguir las siguientes dimensiones: (i)formal: un trato idéntico a
sujetos -individuales o colectivos- que se hallen en la misma situación y (ii)material: "[reconoce que] los
sujetos que seencuentren en condiciones diferentes, requieren un trato distinto que permita equiparar el
gocey el ejercicio desus derechos a personas que se encuentren en situaciones distintas".
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28. Por otro lado, la Corte ha establecido que "el concepto de igualdad, visto como un derecho
constitucional, implica un trato igual a situaciones idénticas, pero diferente entre otras
Situaciones." En otras palabras, puede considerarse como atentatorio al principio de igualdad si de
forma injustificada o arbitraria se trata en términos distintos a quienes se encuentran en iguales
condiciones; asícomo también podría afectar este principio al tratar deforma igual a quien está en
condiciones distintas...» (lo subrayado es nuestro)

48. En el caso concreto, del acervo probatorio introducido por las partes, se desprende que existe la
Resolución del Examen Especial de la Contraloría General del Estado (Informe DA2-0006-2013))14), en la que
queda evidenciado que hubo un proceso de homologación salarial y ubicación de categorías con información
procesada con inconsistencias y nodepurada oportunamente, con errores conceptuales en la base de datos
de los distributivos de remuneraciones, lo que devino en que a8442 docentesfueras ubicados en categorías
superioresy 9736 en categorías inferiores; porlo que, recomendó ladepuración del distributivo y la ubicación
de los 18178docentes en las categorías correspondientes.

49. De aquello, se evidencia que hubo un grupo de 8442 docentes que fueron ubicados en categorías
superiores yotro grupo de 9736 que no, debido a los errores en el procesamiento de información por parte
del Ministerio.

50. El accionante, John José Betancourt Galecio alega serparte de los perjudicados por la falta de aplicación
de lasrecomendaciones de laContraloría y así lo demuestratambién con la Resolución Defensorial No. 007-
DPE-CEDZ8-2019-JJ, trámite defensorial No. 387-DPE-CGDZ8-2014 del 20 de marzo del 20191"], en la que se
acepta su reclamación respecto a la existencia de violación de derechos a la remuneración justa.

51. Por parte de las entidades accionadas, no se desconoce la existencia del derecho auna homologación, sino
la temporalidad de la reclamación y que varió la Ley Orgánica de Educación Intercultural a la fecha.

52. En virtud de aquello, este Tribunal de Alzada considera que se ha vulnerado el derecho de petición yde
respuesta oportuna a los pedidos realizados por el accionante, por parte del Ministerio de Educación; así
también, el derecho a la igualdad del accionante John José Betancourt Galecio, por omisión, ya que hasta la
presente fecha no existe pronunciamiento alguno en el que se acepte o niegue la aplicación de la
homologación en su caso, adiferencia de 8442 docentes que ascendieron a una categoría superior como la
reclamaba el accionante.

53. Con los argumentos expuestos, existen los presupuestos para la procedencia de esta acción de protección
al amparo de lo previsto en el artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional.

54. No obstante, es preciso recordar al accionante que conforme el artículo 42 numeral 5ibídem no procede
la declaración de un derecho a travésde esta garantía.

Decisión

55. Por todo lo expuesto, esta Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial yTránsito de la Corte
Provincial de Justicia de Guayas, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL
ECUADOR, YPOR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN YLAS LEYES DE LA REPÚBLICA, RESUELVE:

55.1 Aceptar parcialmente el recurso de apelación interpuesto por la parte accionante, el señor John
José Betancourt Galecio.

55.2. Revocar la sentencia de primer nivel dictada 26 de octubre del 2021, alas llh47 por el Tribunal
de Garantías Penales con sede en el cantón Guayaquil, conformado por los jueces Fernando Lalama
Franco Fernando, Diógenes Cueva Montano yAlba Rocío Álvarez Rodríguez.

55.3. Declarar parcialmente con lugar la acción de protección presentada por John José Betancourt
Galecio en contra de la Ministra de Educación Msc. María Brown Pérez, a la Subsecretaría de Educación
Zona 8 Msc. Yadira Blakman Briones; y, el Director Distritral de Educación 09D03 Msc. Nelson Loor



Vera; y, abogado Juan Carlos Larrea Valencia, en su calidad de Procurador General del Estado, por
haberse vulnerado el derecho de petición y de respuesta oportuna, ante la omisión del Ministerio de
Educación de pronunciarse respecto a su petición de homologación.

55.4. Disponer como medida de reparación, ante la vulneración de derechos constitucionales:

-Que el Ministerio de Educación, en el término máximo de 15 días, emita el informe técnico con
la información depurada y correcta respecto alcaso de homologación yascenso de categorías,
con relación al accionante señor John José Betancourt Galecio.

- Que la entidad accionada se pronuncie aceptando o negando la aplicación de la homologación
requerida por el accionante, yaque noconsta pronuciamiento alguno al respecto.

56. Una vez ejecutoriado este fallo deberá devolverse el expediente al Tribunal de origen para los efectos
legales correspondientes.

57. Remítase copia del fallo a la Corte Constitucional del Ecuador conforme lo dispone el Art 86, numeral 5,
de la Constitución de la República del Ecuador.

58. Notiflquese y cúmplase.

1. AFs. 65-66 del cuaderno de instancia.
2. AConstitución de la República. Art. 76, numeral 7, literal m.
3. AConvención Americana sobre Derechos Humanos. Art. 8 párrafo 2o inciso h) "Derecho de

recurrir delfallo antejuez o tribunal superior".
4. ADeclaración Universal de los Derechos Humanos Art. 8: "Toda persona tiene derecho a un

recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos
que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución opor la ley". ONU,
París 1948.

5. AConstitución de la República del Ecuador. Art. 17¿naso tercero, numeral tercero.
6. AConstitución de la República del Ecuador, Art. 88: "La acción de protección tendrá por

objeto el amparo directo yeficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, ypodrá
interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u
omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando
supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la
violación proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave,
si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación oconcesión, osi la persona
afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión odiscriminación".

7. ALey Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, Art. 40: "7. Violación
de un derecho constitucional; 2. Acción uomisión de autoridad pública o de un particular
de conformidad con el artículo siguiente; y, 3. Inexistencia de otro mecanismo de defensa
judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado".

8. ASentencia No. 0140-12-SEP-CC, de 17-IV-2012, Caso No. 1739-10-EP, de la Corte
Constitucional del Ecuador.

9. Acaso 001-16-PJO-CC.
10. "Acorde a lo determinado en el precedente jurisprudencial dentro del caso No. 001-16-

PJO-CQ10] de la Corte Constitucional; y, analizando las alegaciones que plantea la parte
accionada, en las que basa el recurso vertical incoado.
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11.a CUARTA: Los valores adicionales que a la entrada en vigor de la presente Ley tengan
derecho los docentes, serán cancelados de conformidad a lo determinado en la Disposición
Transitoria Vigésima Cuarta de la esta Ley.

12.A Fs. 53a 63del cuaderno procesal.
•\3.AFs.46.
14. ADefs.3a20 del expediente.
15. AFs. 53 a 63

f: COSTAIN VASQUEZ MIGUEL EDUARDO, JUEZ; ORTEGA ANDRADE PEDRO IVAN, JUEZ DE
SALA ESPECIALIZADA DE PENAL; GALLARDO RAMIA MARÍA FABIOLA, JUEZ

Lo que comunico a usted para los fines de ley.

CARRION CEVALLOS SYLVANIA VANESSA

SECRETARIO
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Guayaquil, 27 de septiembre de 2.023

Ingeniero

Balerío Estacio Corozo

Director Distrital de Educación Guayaquil-Centro 09D03

Acudo ante su autoridad para conocer la respuesta al Juicio N° 09901202100114 en la
Resolución expuesta en el numeral 55.4 que dispone la medida de reparación determinando
en su primer inciso lo siguiente "Que el Ministerio de Educación, en el término de 15 días,
emita el informe técnico con la información depurada y correcta respecto al caso de
homologación yascenso de categorías, con relación al accionante señor John José Betancourt
Galecio."

Este plazo culminó el viernes 22 de septiembre de 2023 siendo que hasta la actualidad
se ha cumplido con tres días de exceso el plazo concedido al Ministerio de Educación y
todavía no se recibe respuesta en el casillero Judicial No: 1412 o el Casillero Judicial
Electrónico No: 0904242328 o el correo electrónico betancourtgalecio@hotmail.com o el
correo electrónico jorgeiturburusalvador@hotmail.com

Particular que pongo en su conocimiento para los fines legales correspondientes.

Atentamente,

MSc. José Betancourt Galecio
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